	[image: image2.jpg]>
Arabako Foru
Aldundia

Diputacion
Foral de Alava

>

www.araba.eus





	Arabako Foru Administrazioko Aholku Batzordea

Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava



	
	[image: image1.jpg]‘4;;:..




	

	
	
	



DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL DEL CONSEJO DE GOBIERNO FORAL POR EL QUE SE ESTABLECE LA OBLIGATORIEDAD DEL PROGRAMA DE PREVENCIÓN, CONTROL Y ERRADICACIÓN DE LA RINOTRAQUEITIS INFECCIOSA BOVINA (IBR) EN EL TERRITORIO HISTÓRICO DE ÁLAVA (SESIÓN 4 de JUNIO de 2026).
I. ANTECEDENTES DE HECHO
El Director de Agricultura remitió, con fecha 9 de abril de 2026, el proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral por el que se establece la obligatoriedad del programa de prevención, control y erradicación de la rinotraqueitis infecciosa bovina (IBR) en el Territorio Histórico de Álava, para la emisión del preceptivo informe por parte de esta Comisión Consultiva. 
A la petición del dictamen se acompañó la documentación que a continuación se detalla:

· Orden Foral 17/2026, de 23 de enero, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral que establece la obligatoriedad del programa de prevención, control y erradicación de la rinotraqueitis infecciosa bovina (IBR) en el Territorio Histórico de Álava. 
· Memoria sobre los resultados del trámite de audiencia e información pública, junto con las alegaciones presentadas y los informes emitidos por el Servicio de Ganadería respecto a cada escrito de alegaciones presentado. 
· Informe de impacto en función del género emitido por el Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura el 27 de enero de 2026.

· Observaciones que emite el Servicio de Igualdad a la solicitud de verificación de la evaluación de impacto de género en fecha 9 de febrero de 2026.

· Informe de impacto normativo abreviado emitido por la técnica del Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura en fecha 1 de abril de 2026.
Con fecha 20 de abril, se requirió completar el expediente y se suspendió el plazo para la emisión del dictamen hasta la recepción de la siguiente documentación: 

· Informe complementario de impacto normativo donde se analice la oportunidad de la regulación y se desarrolle el análisis jurídico de la propuesta. 

· Aclaración acerca de la vigencia de la Decisión 2004/558/CE, que se cita como fundamento del proyecto. 

· Informe complementario donde se justifique la existencia de las circunstancias previstas en la normativa para la adopción de la medida cautelar prevista en el artículo 8 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal. 

Con fecha 30 de abril, se remitió por la técnica del Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura nuevo informe en respuesta al requerimiento efectuado. 

Analizado este informe, en fecha 14 de mayo se requirió de nuevo completar el informe respecto a los siguientes aspectos:

· Aclaración acerca de la vigencia de la Decisión 2004/558/CE, que se cita como fundamento del proyecto.

· En relación con la adecuación del proyecto normativo al artículo 8 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal: si la enfermedad frente a la que se adopta la medida cautelar constituye una enfermedad de los animales de declaración obligatoria previstas en el Código Zoosanitario Internacional de Epizootías o en la normativa nacional o comunitaria; así como el periodo de vigencia de la medida adoptada. 

Con fecha 19 de mayo se remitió a esta Comisión Consultiva un informe complementario, emitido por el jefe del Servicio de Ganadería, sobre la conveniencia de establecer la obligatoriedad del programa de erradicación del IBR en el Territorio Histórico de Álava.

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS
1.- Título Competencial y habilitación normativa. 

El artículo 10.9 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía del País Vasco, dispone que la Comunidad Autónoma de Euskadi ostenta la competencia exclusiva en materia de “Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía”.
En relación con el precepto anterior, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de relaciones entre las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma y los órganos forales de sus Territorios Históricos señala, en su artículo 7.b), como competencia de los Territorios Históricos, el desarrollo y la ejecución dentro de su territorio de la legislación de las Instituciones Comunes en materia de “2. Producción y sanidad animal”.
A continuación, el artículo 8.2 establece que en las materias en que corresponde a los Territorios Históricos el desarrollo normativo y la ejecución, tendrán las siguientes potestades: a) de desarrollo normativo de las normas emanadas de las Instituciones Comunes, no pudiendo ir en contra de lo dispuesto en las mismas; b) reglamentaria; c) administrativa, incluida la inspección; d) revisora en la vía administrativa. 

Así, de acuerdo con este marco competencial, en materia de sanidad animal, la competencia legislativa corresponde a las instituciones comunes de la CAPV, respetando la normativa básica estatal dictada al amparo de las competencias exclusivas reconocidas al Estado en el artículo 149.1 de la CE, y su desarrollo y ejecución a los órganos forales de los Territorios Históricos. 

La normativa sectorial está integrada por la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal, la cual tiene carácter de normativa básica al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.a, 16.a y 23.ª de la Constitución, que reserva al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, bases y coordinación general de la sanidad y legislación básica sobre protección del medio ambiente. Por su parte, el artículo 8 de esta Ley establece una serie de medidas sanitarias de salvaguardia, las cuales podrán ser adoptadas por la Administración General del Estado o los órganos competentes de las comunidades autónomas. 

A nivel autonómico no existe regulación en la materia, de forma que el proyecto de decreto foral objeto de análisis desarrolla directamente la normativa estatal, amparándose en la habilitación contenida en el citado artículo 8 de la Ley 8/2003, de sanidad animal.

Teniendo en cuenta que las instituciones comunes de la CAPV no han ejercido su competencia legislativa, la competencia de desarrollo normativo y ejecución que corresponde a los órganos forales en materia de sanidad animal puede ser ejercida por éstos respecto a la normativa básica emanada del Estado, que constituye la normativa básica en la materia, de forma que la habilitación contenida en el artículo 8 de la Ley 8/2003, de sanidad animal, puede ser ejercida por los órganos forales de los Territorios Históricos.

Por otra parte, conforme al artículo 3 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava, la potestad reglamentaria es ejercida por el Consejo de Gobierno Foral. 

2.- Competencia de la Comisión Consultiva.

El artículo 3.1 b) del Decreto Foral 40/1999, del Consejo de 30 de marzo, por el que se crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y aprueba su Reglamento orgánico, dispone que la Comisión Consultiva emitirá dictamen preceptivo y no vinculante en los “proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico, o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”. 
Tal y como se ha indicado en el apartado anterior, ostentando el Territorio Histórico la competencia de desarrollo normativo en la materia, cabe concluir que la Diputación Foral de Álava ostenta igualmente la potestad reglamentaria y, por ello, es preceptivo el dictamen de la Comisión Consultiva.  

3.- Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general. 

1. Normativa aplicable. 

El Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava (BOTHA nº 28, de 8 de marzo de 2023). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en BOTHA. 

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició mediante la Orden Foral 17/2026, de 23 de enero, de la diputada foral de Agricultura, por lo que le será de aplicación el aludido Decreto Foral, conforme a su disposición final. 

2. Plan anual normativo. 

Dispone el artículo 4 del Decreto Foral 6/2023 que, en el último trimestre de cada año, la Diputación Foral de Álava aprobará un Plan Anual Normativo que incluirá las iniciativas normativas que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente. En caso de que se promueva, por el órgano competente, una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de la disposición. 

Revisado el Plan Anual Normativo del año 2026 se constata que la presente iniciativa normativa no está prevista en dicho Plan, si bien se justifica la urgencia de su tramitación en la Orden Foral 17/2026, de 23 de enero. 

3. Principios de buena regulación. 

El preámbulo del proyecto justifica su adecuación a los principios de buena regulación regulados en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPACAP), y en el artículo 3 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava. 

4. Informes y trámites preceptivos. 

Respecto a la tramitación de la propuesta, la misma ha sido elaborada por el Departamento de Agricultura, de conformidad con las funciones y competencias atribuidas a este departamento por el Decreto Foral 152/2023, del Diputado General, de 30 de junio, por el que se determinan los departamentos de la Diputación Foral de Álava para la legislatura 2023-2027, modificado por el Decreto Foral 78/2024, del Diputado General, de 28 de junio. 

El informe de impacto normativo ha sido emitido por el Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura en fecha 1 de abril, y completado, tras requerimientos realizados por esta Comisión, por los sucesivos informes de 30 de abril y 19 de mayo. 

En dichos informes se indica, en el apartado relativo al impacto económico y presupuestario del proyecto, que el mismo “no conlleva cargas administrativas adicionales ni tiene impacto alguno en los recursos humanos de la Diputación Foral de Álava”. Sin embargo, no se analiza el impacto presupuestario del mismo, de conformidad con el apartado 2.5 de la guía para la elaboración del informe de impacto normativo, contenida en el anexo II del Decreto Foral 29/2017, de 23 de mayo -en vigor de acuerdo con la disposición transitoria segunda del Decreto Foral 6/2023-, a pesar de que en el artículo 6 del anexo del proyecto de decreto foral se recoge que “los gastos derivados de la ejecución del programa serán asumidos íntegramente por la DFA durante el primer año de aplicación (…)”. 
El informe de impacto en función del género, por su parte, ha sido emitido por el Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura en fecha 27 de enero de 2026. Sobre dicho informe se ha realizado la correspondiente verificación por el Servicio de Igualdad de esta Diputación en fecha 9 de febrero de 2026. 
5. Consulta pública previa y trámite de audiencia e información pública. 

En la tramitación del procedimiento de este proyecto normativo se ha realizado el trámite de consulta pública previa por el plazo mínimo exigido en el artículo 9 del Decreto Foral 6/2023, de conformidad con lo indicado en la Orden Foral 17/2026, de 23 de enero. 

Asimismo, consta en el expediente que el proyecto ha sido sometido al trámite de audiencia e información pública durante un periodo de 10 días hábiles, lo cual se adecúa a lo dispuesto en el artículo 14.3 del Decreto Foral 6/2023. Durante dicho trámite se han presentado aportaciones, las cuales han sido objeto de análisis en los correspondientes informes emitidos por el Servicio de Ganadería.

6. Plazo para la tramitación del procedimiento. 

De conformidad al artículo 24.2 del Decreto Foral 6/2023, ultimada la tramitación de los proyectos de decretos forales del Consejo de Gobierno Foral, éstos se someterán a la aprobación definitiva por dicho órgano en el plazo de ocho meses desde que se inició el procedimiento. 

El presente procedimiento se inició por Orden Foral 17/2026, de 23 de enero, de la diputada foral de Agricultura, por lo que, en fecha de emisión del presente dictamen, el plazo no ha finalizado. 
III. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO
El proyecto de norma reglamentaria está integrado -además de por el preámbulo, que describe el objeto de la norma y aborda cuestiones competenciales y relativas al marco normativo de referencia y a la necesidad de la regulación que se propone- por dos artículos, una disposición final y un anexo. 

El artículo primero establece la obligatoriedad del programa de prevención, control y erradicación de la IBR en el Territorio Histórico de Álava. El artículo segundo contiene una cláusula facultando a la persona titular del Departamento de Agricultura a desarrollar el proyecto normativo, y la disposición final establece su entrada en vigor.

Por su parte, el anexo contiene ocho artículos donde se regula el objeto (art.1), el ámbito de aplicación (art. 2), la calificación sanitaria de explotaciones (art. 3), el registro de calificaciones oficiales de las explotaciones (art. 4), la dirección técnica del programa (art. 5), el costo del programa (art. 6), el laboratorio oficial (art. 7) y las infracciones (art. 8).

Esta estructura del proyecto de decreto foral no se ajusta a las directrices de técnica normativa para la elaboración de proyectos de disposiciones generales, contenidas en el anexo IV del Decreto Foral 29/2017, de 23 de mayo, en vigor de acuerdo con la disposición transitoria segunda del Decreto Foral 6/2023. En este sentido, el contenido de los anexos ha de limitarse a documentación complementaria, que no pueda incluirse en el articulado de la disposición, o a documentos cuya naturaleza o contenido exija recogerlos en un anexo. Por el contrario, la regulación misma de la materia ha de contenerse en la parte dispositiva de la norma reglamentaria. 

Por ello, el contenido del anexo del proyecto de decreto foral objeto de análisis ha de incluirse en la parte dispositiva del proyecto, y no en un anexo al mismo. 

Por último, el contenido del artículo segundo del proyecto constituye una materia a regular como disposición final, tal y como se recoge en las citadas directrices. 
IV. ANÁLISIS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO
La disposición proyectada establece la obligatoriedad del programa de prevención, control y erradicación de la rinotraqueitis infecciosa bovina (IBR) en el Territorio Histórico de Álava. Se formulan a continuación una serie de observaciones al respecto.

a) Parte expositiva o preámbulo: En la parte expositiva se fundamenta la oportunidad y necesidad de adoptar esta norma reglamentaria en la Decisión 2004/558/CE, de la Comisión, de 15 de julio de 2004, por la que se aplica la Directiva 64/432/CEE del Consejo. Sin embargo, tal y como se recoge en el informe emitido por el Servicio de Ganadería el 19 de mayo de 2026, esta Decisión fue derogada por el Reglamento de Ejecución (UE) 2021/620, de la Comisión, de 15 de abril de 2021, por el que se establecen normas para la aplicación del Reglamento (UE) 2016/649 del Parlamento Europeo y del Consejo relativas a la aprobación del estatus de libre de enfermedad y el estatus de libre de enfermedad sin vacunación de determinados Estados miembros, zonas o compartimentos de éstos en lo que respecta a determinadas enfermedades de la lista y a la aprobación de los programas de erradicación de dichas enfermedades de la lista. 

En este mismo informe se cita como normativa vigente en este ámbito el Reglamento de Ejecución (UE) 2018/1882, de la Comisión de 3 de diciembre de 2018, relativo a la aplicación de determinadas normas de prevención y control a categorías de enfermedades enumeradas en la lista y por el que se establece una lista de especies y grupos de especies que suponen un riesgo considerable para la propagación de dichas enfermedades. En el informe, sin embargo, no se especifica si las medidas establecidas en la derogada Decisión 2004/558/CE, y que servían de fundamento para adoptar esta norma reglamentaria, se siguen manteniendo en la normativa en vigor. 

Por ello, en la parte expositiva del proyecto de Decreto Foral será preciso fundamentar en la normativa en vigor la adopción de esta norma reglamentaria, indicando la normativa europea que prevé la adopción de estas medidas de prevención y control de determinadas enfermedades de los animales. 

En segundo lugar, este proyecto de Decreto Foral se enmarca en la habilitación contenida en el artículo 8 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal, tal y como se ha expuesto en el apartado II de este informe. En concreto, este artículo, que regula las medidas de salvaguardia, dispone lo siguiente: “Para prevenir la introducción o difusión en el territorio nacional de enfermedades de los animales de declaración obligatoria previstas en el Código Zoosanitario Internacional de Epizootías o en la normativa nacional o comunitaria, en especial de aquéllas de alta difusión, o para prevenir la extensión de tales enfermedades en caso de existencia de casos sospechosos o confirmados o de grave riesgo sanitario, la Administración General del Estado o los órganos competentes de las comunidades autónomas, de oficio o a instancia de la primera, podrán adoptar las siguientes medidas cautelares: g) realización de un programa obligatorio de vacunaciones.”

En el expediente se ha justificado la concurrencia de los requisitos exigidos por el artículo 8 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal para adoptar esta medida cautelar. Concretamente, que se trata de una enfermedad de declaración obligatoria, según el Real Decreto 779/2023, de 10 de octubre, y la existencia de circunstancias que motivan la adopción de esta medida para prevenir la difusión de esta enfermedad en el Territorio Histórico de Álava. 

Ahora bien, se recomienda revisar la justificación de la adopción de esta medida que se contiene en la parte expositiva del proyecto de Decreto Foral, de forma que la motivación de esta norma se realice de forma sucinta, tal y como se recoge en las directrices de técnica normativa para la elaboración de disposiciones de carácter general, contenidas en el anexo IV del Decreto Foral 29/2017, de 23 de mayo. 

b) Tal y como se ha indicado en el apartado III de este informe, el contenido incluido en el anexo del decreto foral es propio de la parte dispositiva de una norma, por lo que resulta procedente incorporarlo como articulado de la parte dispositiva. 

c) El artículo 1 del anexo regula el objeto de la disposición, estableciendo la obligatoriedad del programa de prevención, control y erradicación de la IBR en el Territorio Histórico de Álava desde la fecha de publicación del decreto. Sin embargo, de conformidad con la disposición final del proyecto, éste entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el BOTHA. En consecuencia, la obligatoriedad del programa ha de establecerse a partir de la entrada en vigor del decreto foral. 
Por otra parte, en este artículo se indica que, excepto en lo regulado en este decreto foral, el programa de prevención, control y erradicación se ejecutará de acuerdo con los criterios del Real Decreto 554/2019, de 27 de septiembre, por el que se establecen las bases de las actuaciones de prevención, control y erradicación de la rinotraqueitis infecciosa bovina. Revisado este texto normativo, en el mismo no se recogen criterios de actuación. Por tanto, será preciso revisar la redacción de este artículo y, en su caso, determinar qué normas del Real Decreto 554/2019 resultarán de aplicación en ejecución de este programa en el Territorio Histórico de Álava. 

En este sentido, en el informe emitido por el Servicio de Ganadería el 19 de mayo de 2026, se indica la intención de aplicar las restricciones al movimiento de ganado previstas en el Real Decreto 554/2019. Sin embargo, en el proyecto de decreto foral no se regula nada al respecto. Por tanto, teniendo en cuenta que la misma constituye una medida restrictiva, será preciso que ésta se regule expresamente en el decreto foral, siempre que la Diputación Foral de Álava tenga competencia para ello. 

d) El artículo 6 del anexo dispone que los gastos derivados de la ejecución del programa durante el primer año de aplicación serán asumidos por la Diputación Foral de Álava, indicando a continuación que “la intensidad de la ayuda foral podrá ser modificada para cada anualidad mediante la correspondiente Orden Foral”. 

Sin embargo, no se acredita la existencia de disponibilidad presupuestaria para ello, ni se establece la forma en que se va a hacer efectivo este programa. Así, si el mismo se va a ejecutar mediante la aprobación de la correspondiente línea de subvenciones, es precisa la aprobación de las correspondientes bases reguladoras de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Norma Foral 11/2016, de 19 de octubre, de subvenciones del Territorio Histórico de Álava. 

Asimismo, dada la indeterminación de la forma que en que se materializará el programa, esta Comisión no puede manifestarse sobre la delegación en la persona titular del Departamento para modificar la intensidad de la ayuda. No obstante, resulta preciso puntualizar que, en todo caso, será la norma foral de ejecución presupuestaria de cada ejercicio la que determinará los órganos forales a quienes compete la reserva, autorización y disposición de gastos y el reconocimiento de las obligaciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 de la Norma Foral 3/2023, de 25 de enero, General Presupuestaria.
En mérito a cuanto antecede, la Comisión Consultiva formula las siguientes
V. CONCLUSIONES
Primera. El proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico, sin perjuicio de las consideraciones contenidas en el apartado IV de este dictamen. 
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